                    



MENSAJE N°                         

                                                                            

SANTA FE, 

A LA 

H. LEGISLATURA DE LA PROVINCIA 

SALA DE SESIONES


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de Ley de Unidad Económica Agraria que regirá en el ámbito de la Provincia de Santa Fe.


La mayoría de los países del mundo tienen leyes que reglamentan unidades mínimas, los primeros en vislumbrar el problema del fraccionamiento ilimitado de los predios fueron Dinamarca, Francia, Irlanda y Suiza, todos ellos adoptaron normas legales para remediar la situación extendiéndose esa legislación a toda Europa. En Italia se conoce como “minima unitá colturale”, en España “fincas de reemplazo”, en Francia “partage indivision” o “morcellement”, en Alemania “hof” y en Brasil se denomina “módulo rural”.



Varias provincias argentinas reglamentaron el artículo 2326 del Código Civil, entre ellas: Entre Ríos (Ley N° 8773), Corrientes (Ley N° 3228/74), Córdoba (Ley N° 5485/72), La Pampa (Ley N° 468/73), Tucumán (Ley N° 3658/70), Jujuy (Decreto N° 4785/79), Salta (Ley N° 5304/78), Buenos Aires (C. Rural, art. 43 y sigs.).


Nuestra Provincia ha reglamentado la unidad económica en 1979 por Ley Nº 8417, su Decreto reglamentario N° 4050/80 establecía superficies mínimas, las mismas estaban determinadas sobre la base de la división política de los departamentos y distritos provinciales, los valores fueron establecidos teniendo en cuenta las características de las parcelas menos favorecidas y de menor productividad del distrito, no constituyendo por lo tanto valores promedio de la zona.


En 1983 por Ley Nº 9319, se deroga la anterior y  por Decreto N° 0242/94 se abandona definitivamente el criterio de división política del territorio, adoptando para determinar las superficies mínimas, la división en zonas agroeconómicas considerando la capacidad de uso de los suelos, los factores climáticos y socioeconómicos para el desarrollo sustentable de las distintas actividades agropecuarias.                                                                          


La legislación precedente significó un valioso instrumento para evitar la subdivisión antieconómica de los predios rústicos, amén de  cumplir con lo establecido en el artículo 2326 del Código Civil, y el imperativo impuesto en nuestra  propia Constitución Provincial en los artículos 15 y 28.
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El justificativo de la unidad económica reside en última instancia en la propensión del desarrollo de la Provincia, teniendo en cuenta que la principal actividad es de carácter agropecuario.


Se propone una estrategia política para lograr el desarrollo armónico del sector agropecuario y la economía toda.


Fijando un piso al tamaño de los predios rurales se logra superar la producción consumista de la familia agraria y obtener mayores rendimientos por hectárea, ofreciendo al medio productos alimenticios directos o transformados, materia prima a las empresas agroindustriales, e incremento de la producción destinada a la exportación, logrando con ello mayor beneficio a la sociedad.


Se impone entonces para estos tiempos, recientemente iniciado un nuevo milenio con un panorama mundial esencialmente distinto, dotar a este instituto típico del derecho agrario, de dinamismo y actualizaciones para que nuevamente resulte una herramienta eficaz y movilizadora de la riqueza de nuestros campos. 


Santa Fe, inserta en el centro de un verdadero polo agropecuario a nivel nacional, necesita asegurar a los productores agrarios, la continuidad en el desarrollo de una firme Política Agraria de cara a las nuevas tendencias que imponen este mundo globalizado.


La renovación que se pretende tiene como principal objetivo no solo impedir la subdivisión irracional que genera nuevas áreas minifundiarias cuyas consecuencias son harto conocidas, sino también brindar a los propietarios un abanico de posibilidades para el desarrollo sustentable de los procesos productivos a través de la anexión a lindero, a distancia, la mejora de situación, la concentración parcelaria y nuevas alternativas para los minifundistas cuya situación es calificada de irreversible, estos mecanismos fueron pensados para dar respuesta a situaciones conflictivas frecuentes en nuestro agro.


En la primera parte del presente proyecto se reafirma la insustituible autorización o aprobación administrativa en caso de división, por cualquier título, de predios rústicos.


Se define la unidad económica en virtud de que el artículo 2326 del Código Civil habilita a las Provincias para reglamentarla en sus respectivas jurisdicciones.


Las  actividades  corrientes  y  no corrientes, tienen 
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por primera vez recepción en la legislación provincial, esto significa  imponer una nueva dinámica para admitir la subdivisión de predios rurales de acuerdo a las disímiles actividades realizadas en el mismo.


La posibilidad de la anexión a lindero y la mejora integral de la situación se presentan como instrumentos útiles para ser tenidos en cuenta por el conjunto de los productores.


Verdadera innovación representa la regulación de la anexión a distancia (denominada también unidad económica discontinua) conformada por parcelas que se  encuentran  separadas  unas  de  otras a  una  distancia  cuya determinación y criterios serán establecidos por la vía reglamentaria, teniendo en cuenta la que resulte viable técnica y probadamente suficiente para una adecuada explotación. 


Este nuevo instrumento es el resultado de la experiencia avalada por más de veinte años de aplicación  de la ley de unidad económica en territorio santafesino y como respuesta a numerosos reclamos de potenciales interesados que manifiestan la necesidad de tal habilitación teniendo en cuenta la capacidad (maquinarias, tecnología) del sector agropecuario actual para desarrollar el laboreo de este tipo de explotación a distancia cuyos resultados son altamente satisfactorios. 


Los profesionales de la ingeniería agronómica o de currícula equivalente serán requeridos para la confección de los estudios agroeconómicos específicos.


En consonancia con la autonomía reconocida en la Constitución Nacional (artículo 123) se da participación a los Municipios y Comunas.


También se pone a consideración un mecanismo de Concentración Parcelaria que permitirá reagrupar o recomponer predios cuya superficie no alcanza a ser una unidad económica y por lo tanto dificultan una racional explotación. 


Se ha organizado este instituto, que favorece la conformación de una adecuada estructura productiva, a través de diversas medidas de política agraria según las posibilidades económicas con que la Provincia puede encarar esta actividad de fomento. 


Así, por ejemplo la estabilidad fiscal ha sido comprometida como medida ofrecida permanentemente al productor. En cambio la disponibilidad  de  las  medidas que  permiten subsidiar  la  tasa de  interés  para  créditos y  la 
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exención  impositiva para el pago del impuesto inmobiliario serán ofrecidas por el Estado provincial siempre y cuando estén consideradas en la Ley de Presupuesto Anual de la Provincia, en cuyo caso el interesado  podrá optar por otro beneficio más.


Finalmente, bajo el título de cláusula especial se propone dar respuesta a los predios que constituyen parvifundios irreversibles. Estos  caracterizados genéricamente por su  exigua extensión  invalidan cualquier producción sustentable además de producir perjuicios inconmensurables en el ámbito económico, social, cultural, educativo, sanitario y de conservación de los recursos productivos.


Para menguar estos inconvenientes se diseñó un mecanismo que habilita la subdivisión de estos predios mas al  sólo efecto  de que se concentren o reagrupen conformando  nuevas unidades económicas o se mejore la situación preexistente.


Someramente estos son los lineamientos de la nueva ley de unidad económica agraria, por otro lado también remitimos a Vuestra Honorabilidad los fundamentos generales y la justificación que se ha elaborado para cada artículo en particular.


Se advertirá que el presente proyecto es una muestra del compromiso del Poder Ejecutivo con la realidad rural, es por ello que se expone a vuestra consideración esta propuesta superadora y remozada respecto a la vigente  ley de unidad económica, cuya reforma resulta imprescindible para adecuarse a las nuevas  modalidades que asegurarán un resultado positivo en la estructura agraria santafesina.


Por las razones mencionadas y en virtud del objetivo que se persigue es que se solicita a esa Honorable Legislatura la sanción de la ley cuyo proyecto se eleva.


Se adjunta Expediente Nº 00701-0037505-0 del Sistema de Información de Expedientes.


Dios Guarde a V.H.           

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

L  E  Y  :

UNIDAD ECONOMICA AGRARIA


ARTICULO 1.- OBJETO.
   

   La presente ley tiene por objeto regular la unidad económica agraria en el ámbito de la Provincia de Santa Fe. 


ARTICULO 2. - DEFINICION.
   

    Se considera unidad económica agraria al fundo, constituido por una o más parcelas, que por su superficie, calidad de tierra, ubicación, actividad y demás condiciones de producción, racionalmente trabajado por una familia agraria que aporte la mayor parte del trabajo, permita alcanzar un nivel de vida digno y una evolución favorable en la sustentabilidad de la empresa agropecuaria.


ARTICULO 3. - AUTORIZACION Y APROBACION.


   Los actos de disposición o división de inmuebles rurales no serán autorizados ni  aprobados  si como consecuencia de ellos surgen parcelas cuyas superficies no representan como mínimo una unidad económica, o que constituyéndola, el remanente pierda tal carácter, salvo que el mismo (remanente) se  anexe y mejore la situación preexistente.



   El Poder Ejecutivo, por medio de la reglamentación, establecerá los límites normativos que abarquen los supuestos de autorización y aprobación.  

ARTICULO 4. - AUTORIDAD DE APLICACION.



        El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio es la Autoridad de Aplicación de la presente, y a quién le compete entender en todas las cuestiones relativas a su instrumentación, a la vez que actuará como autoridad facultada para resolver las situaciones que no tengan expresa solución en esta ley.

ARTICULO 5. - ZONAS ECONOMICAS PRODUCTIVAS.



           La reglamentación determinará, las distintas zonas agroeconómicas de producción sustentable, estableciéndose en base a la capacidad de uso de los suelos las superficies referenciales, por debajo de las cuales no podrán dividirse los inmuebles rurales a menos que se demuestre que la división proyectada, no contraviene el artículo 3 de la presente ley.
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ARTICULO 6.- FORMA DE DETERMINACION DE LA UNIDAD ECO-     NOMICA AGRARIA.

 
             La unidad económica agraria deberá ser precisada en todos los casos, sobre la  base del método o  el procedimiento que determine la reglamentación. Este método deberá contemplar  técnicas de producción sustentable considerando: los recursos productivos, las actividades, los rendimientos promedios, los precios de insumos y productos, la estructura de capital y la estabilidad de la empresa agraria.


ARTICULO 7.- ANEXION A LINDERO, A DISTANCIA Y MEJORA DE                              SITUACION INTEGRAL.



    
   Un predio rural podrá subdividirse a los fines de que una o más fracciones, mediante la anexión a otras parcelas linderas o no, conformen una nueva unidad económica o mejoren integralmente la situación preexistente, respetando los parámetros técnicos que disponga la reglamentación.

                          

     En los casos de anexión a lindero, a distancia y mejora de situación, se dejará constancia en la escritura traslativa de dominio que la fracción que se anexa pasa a formar parte de otra y no puede enajenarse separadamente, y por nota marginal en el Registro General Inmobiliario se expresará tal circunstancia de unión en todos los inmuebles rurales involucrados.




ARTICULO 8.- SUBDIVISION. REQUISITOS.


  Los propietarios o sucesores de fundos rústicos que soliciten la intervención de la Autoridad de Aplicación deberán acompañar a su solicitud, el plano de mensura confeccionado por los profesionales habilitados, y un estudio agroeconómico practicado con arreglo a lo determinado en el artículo 6, y elaborado de acuerdo con los recaudos que la reglamentación estipule a través del cual se  demuestre, que la división proyectada no contraviene el principio de unidad económica y permita el desarrollo de una actividad productiva conservacionista en materia de uso y manejo del suelo.

   
   
 El informe técnico  agroeconómico deberá ser practicado por profesionales de la ingeniería agronómica, habilitados conforme a las incumbencias exigibles para el caso particular, e inscriptos en el Registro que a tal efecto se crea en el ámbito de la Autoridad de Aplicación.


ARTICULO 9.- ACTIVIDADES.



  A los efectos de la  determinación  de la unidad económica agraria se utilizarán modelos de actividades corrientes, entendiéndose por ellas a las que por su difusión lograda, adquieren el carácter de permanente, siendo realizada por un porcentaje importante de los productores de la zona. El porcentaje será establecido por la reglamentación y en consideración a la producción de que se trate.



  Podrán aceptarse otras actividades, caracterizadas como no corrientes, que por su difusión no han adquirido el carácter de permanentes por lo que deberá demostrarse su factibilidad técnica y económica, mediante  proyectos  de  inversión  realizados sobre modelos.
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probados, estables y perdurables.


La reglamentación, establecerá los requisitos que deberán cumplimentar los proyectos, tendientes a demostrar que la actividad escogida no desvirtúa el principio general.

ARTICULO 10.- EXCEPCIONES A LA LEY.
   

     Están excluidas de la ley:

1. Las subdivisiones de inmuebles ubicados en las zonas urbanas y suburbanas.

2. Las fracciones afectadas a obras y servicios públicos, lotes destinados a asentamiento de viviendas, centros deportivos o turísticos, y aquellos donde se desarrollen actividades comerciales, industriales o mineras.

3. Los inmuebles caracterizados como islas.


ARTICULO 11.- INTERVENCION DE MUNICIPIOS Y COMUNAS.  

   

    Los Municipios y Comunas tendrán intervención en todos los trámites que surjan a partir de la aplicación de esta ley, cuando estén involucrados inmuebles rurales ubicados en su jurisdicción.



  La reglamentación establecerá los parámetros a los que deberá ajustarse la intervención de los Municipios y Comunas cuando celebren convenios con la Autoridad de Aplicación con el objetivo de coordinar acciones para el mejor cumplimiento de esta ley.


ARTICULO 12.- PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.



Para realizar el trámite administrativo, tendiente a lograr la autorización o aprobación de la subdivisión, los interesados deberán cumplir con los requisitos previstos en el Decreto Nº 10.204/58.



La autorización o aprobación, según corresponda, constará en la escritura traslativa de dominio de todos los inmuebles involucrados.



El Servicio de Catastro e Información Territorial no  registrará ningún plano de mensura y subdivisión en los casos que no se hayan cumplimentado las disposiciones precedentes.


ARTICULO 13.- RECURSOS.



Los actos administrativos denegatorios de las instancias de los particulares vinculados a la presente ley serán impugnables mediante los recursos administrativos regulados por el Decreto N° 10.204/58 o norma reglamentaria que lo modifique o sustituya.



ARTICULO 14.- NULIDAD.


Cualquier acto que contravenga gravemente el cuerpo normativo aplicable es nulo de nulidad absoluta.
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ARTICULO 15.- SANCIONES.


Los particulares que  violen esta ley serán pasibles de una multa de hasta el 100% de la valuación fiscal del inmueble, sin perjuicio de otras sanciones que pudieran corresponder.



El incumplimiento o suspensión injustificada del desarrollo de las actividades no corrientes,  previstas en el artículo 9 (párrafo 2º), generará al infractor, una multa de igual porcentaje al indicado en el párrafo precedente, la que será mensual y consecutiva hasta la concreción efectiva de la actividad que habilitó la aprobación de la división predial; o bien hasta adoptar otra solución en el marco de la presente ley de acuerdo a los artículos 6, 7 y 10, siempre que sea susceptible de aplicación de acuerdo a la situación planteada en cada caso particular. 


En caso de incumplimiento de las disposiciones de la ley por parte de magistrados, escribanos, funcionarios y profesionales, facúltase al Poder Ejecutivo para dictar el acto administrativo declarativo del incumplimiento, en cuyo caso comunicará el mismo con los antecedentes, a las autoridades competentes a los efectos de su efectiva sanción.



ARTICULO 16.- TITULOS PROVENIENTES DE OTRAS JURISDICCIONES



Los títulos provenientes de otras jurisdicciones que dispongan por cualquier acto jurídico, a título oneroso o gratuito sobre inmuebles rurales ubicados en la Provincia de Santa Fe, quedarán sujetos al cumplimiento de los requisitos exigidos por esta ley.



ARTICULO 17.- CONCENTRACION PARA MINIFUNDISTAS Y PARVIFUN-  DISTAS.



El productor agropecuario caracterizado como ejecutor directo y personal del proceso productivo, que no es propietario de otros predios ni él ni su cónyuge y no posee otros ingresos extra-prediales provenientes de la participación en el comercio, en la industria o en la faz profesional, podrá recibir el apoyo del Estado Provincial cuando adquiera una fracción indivisa o parcela lindera con la finalidad de constituir su única unidad económica o mejorar integralmente la situación preexistente.



El Gobierno de la Provincia de Santa Fe incentivará la concentración parcelaria mediante las siguientes medidas de Política Agraria:

· Garantizando la estabilidad fiscal por cinco (5) años, desde la compra o anexión, de la parcela al productor que lo solicite.

· El Estado podrá ofrecer además:

· Bonificar la tasa de interés de líneas de crédito que tome el productor por la compra de la parcela, convenida previamente con Entidades Financieras;

· Exceptuar del pago del impuesto inmobiliario rural a la parcela adquirida en el porcentaje que corresponde a la Provincia por el término de cinco (5) años.
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La disponibilidad de estas dos últimas medidas, estará sujeta a la condición de que las mismas estén consideradas en la Ley de Presupuesto Anual de la Provincia, en tal caso el productor podrá elegir una de ellas.



La reglamentación prescribirá las condiciones para que se configuren tales beneficios.



ARTICULO 18.- CONVENIOS.



Facúltase al Poder Ejecutivo a celebrar convenios y acuerdos con organismos públicos o privados de carácter nacional, provincial, municipal o comunal, incluyendo organismos no gubernamentales, colegios de profesionales y demás entidades con competencia reconocida públicamente, con el objeto de lograr el  mejor cumplimiento de los fines de esta ley.



ARTICULO 19.- CLAUSULA ESPECIAL (parvifundio)



Aquellos títulos pertenecientes  a fundos rústicos cuya superficie, calidad de tierra, ubicación y demás condiciones de producción, constituyan un parvifundio irreversible, podrán dividirse al solo efecto de que una o varias parcelas se puedan anexar a otras linderas o no, en este caso el remanente estará exceptuado de lo prescripto en el artículo 3 de esta ley; situación ésta que favorecerá la concentración parcelaria.



La reglamentación, establecerá los parámetros técnico-económicos para definir el parvifundio irreversible sobre la base de la comprensión de que la exigua superficie predial, para producir los rubros tradicionales de la zona, incide desfavorablemente en sus ingresos y le imposibilitan llevar adelante una empresa agraria sustentable.



ARTICULO 20.- REGLAMENTACION.



La presente ley será reglamentada dentro de los ciento ochenta (180) días, de la fecha de su promulgación.



ARTICULO 21.- DEROGACION.



Derógase, a partir de la vigencia de la presente, la Ley N° 9319.



ARTICULO 22.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

